
impacto sobre las cuestiones que el libro
analiza es limitado —como las modifica-
ciones en la regulación del recurso de anu-
lación— o bien que están aún hoy pen-
dientes de desarrollo —la comunitarización
del antiguo tercer pilar—. He de añadir que
la monografía estudia, además, el sistema
jurídico de la Unión Europea, es decir, que
aunque el objetivo es el análisis comparado
de la protección judicial que ofrece la Unión
Europea respecto de otros sistemas nacio-
nales y regionales, el estudio es más amplio
e incluye, entre otros aspectos, el marco
constitucional, el gobierno y la Adminis-
tración pública de la Unión Europea.

La conclusión a la que llega el libro es a
la existencia de diferencias notables en el
control judicial de la actuación de los po-
deres públicos si comparamos los sistemas
nacionales y regionales con el sistema ju-
rídico de la Unión Europea. Este último
presenta deficiencias resaltadas por la pro-
fesora Susana GALERA, como son: las res-
trictivas condiciones de acceso directo de
los particulares al Tribunal de Justicia de la
Unión Europea, que, según argumenta la
autora, no pueden entenderse compensa-
das, como señala el criterio oficial, por el
mecanismo de la cuestión prejudicial; la
inadecuación del tradicional esquema pro-
cesal de la Unión Europea en relación con
los más recientes procedimientos y activi-
dades administrativas cooperativas y trans-
nacionales, inadecuación que, en ocasio-
nes, produce auténtica indefensión; y el
enorme peso de objetivos específicos de
mantenimiento del mercado europeo, que
es susceptible de afectar a paradigmas ju-
rídicamente intocables como la indepen-
dencia judicial, lo que se ilustra con al-
gunos ejemplos del Reglamento 1/2003,
relativo a la aplicación de las normas sobre
competencia previstas en los artículos 81 y
82 del TCE.

El capítulo final contiene una corta re-
flexión sobre la necesidad de atajar estas
deficiencias, sugiriendo que sea la tradi-
ción jurídica europea la que incida en el
Derecho de la Unión Europea, y no al revés,
en tanto se ven afectados principios y va-
lores preservados en una centenaria tradi-
ción legal europea. Y es que los autores
mantienen que el principio de primacía y la

«debida aplicación del Derecho comunita-
rio» pueden, si acaso, resolver conflictos
específicos, pero no pueden imponerse
como principios esenciales del sistema ju-
rídico europeo ni evitar las tensiones entre
sus elementos, tal y como manifiestan las
advertencias que históricamente se vienen
adoptando en las distintas cortes constitu-
cionales. Además de esta perspectiva inter-
na, en este capítulo final se aborda tam-
bién la posición del sistema jurídico
europeo en un entorno crecientemente in-
terdependiente, en el que ya se reconoce
un in fieri Global Law. Este contexto supo-
ne un formidable desafío para el Derecho
público, que ha de adoptar nuevas solucio-
nes jurídicas que, al tiempo que den res-
puesta a las necesidades de su tiempo, pre-
serven y den continuidad a los estándares
asentados en Europa de democracia y de
Estado de Derecho. En esta construcción
el Derecho europeo puede realizar aporta-
ciones capitales, siempre que se considere
su complejidad y su riqueza centenaria, y se
destierren simplificaciones inaceptables
que reducen tan compleja realidad a un
modelo empobrecido y marquetizado (poor
market-approach model).

Eva NIETO GARRIDO

Universidad de Castilla-La Mancha

LAFUENTE BENACHES, Mercedes: Fiestas lo-
cales y derecho al descanso, Ed. Iustel,
Madrid, 2010, 220 págs.

Como todos los buenos libros, el re-
ciente trabajo de Mercedes LAFUENTE, como
nos tiene acostumbrados esta compañera
de la Universidad de Valencia, deja, tras su
lectura, no sólo un poso de información y
reflexión jurídica, sino, también, muchas
preguntas e incluso cierta desazón cívica
al lector. Quienes trabajamos con el Dere-
cho como herramienta estamos habitua-
dos a que algo así ocurra cuando analiza-
mos conflictos sociales que, declinados en
forma jurídica, no acaban de ser resueltos
de forma satisfactoria. Quizás porque no
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hemos sabido, quizás porque son, qué duda
cabe, de muy complicada solución, quizás
porque no podemos aspirar a que por me-
dio de leyes y reglamentos se resuelvan de
modo casi mágico problemas sociales en-
quistados y donde no existe, de momento,
un punto de llegada que haya logrado ge-
nerar un mínimo consenso social. Pero
muy probablemente, además, porque los
juristas no hemos trabajado de modo sufi-
ciente el andamiaje técnico que permite
afrontar el análisis de la cuestión de una
manera más clara, más transparente y que
permita, por ello, desbrozar con más segu-
ridad y corrección la maleza compuesta
por los diversos intereses en conflicto. Algo
así ocurría hace años con los problemas
relacionados con el ruido en España y la
situación ha mejorado mucho por el propio
progreso social y de concienciación cívica.
Pero en tal evolución, sin duda, ha ayuda-
do mucho la tarea de algunos insignes ju-
ristas, que desde la Universidad, desde ór-
ganos judiciales y, más posteriormente,
desde Parlamentos y Administraciones pú-
blicas han estudiado el problema con rigor
y de manera detallada.

La obra de la profesora LAFUENTE BE-
NACHES Fiestas locales y derecho al descanso,
editada hace unos meses por Iustel, se en-
marca en esta línea de creciente atención a
este tipo de problemas que está deparando
análisis de una enorme calidad, cuya nece-
sidad es incuestionable como palanca de
incitación al debate, cuestionamiento de la
situación actual y mejora no sólo jurídica,
sino también social. Y lo hace enfrentán-
dose a uno de los temas que en la actuali-
dad siguen teniendo peor tratamiento den-
tro del actual régimen jurídico del ruido o,
si se quiere emplear la expresión más téc-
nica, de la contaminación acústica: las di-
versas festividades y, más en concreto, las
fiestas locales que por tradición han sido y
son en España tendencialmente estruen-
dosas y, al parecer, incuestionables en esas
(y en otras) cualidades. Si decíamos antes
que la atención por parte de muchos juris-
tas en las últimas décadas ha sido, sin duda,
el soporte analítico y la palanca de cambio
que ha permitido una innegable mejora en
el tratamiento en Derecho de todo lo rela-
tivo a la contaminación acústica, la impor-

tancia de que comiencen a aparecer estu-
dios documentados y serios como el de
Mercedes LAFUENTE sobre los verdaderos
«agujeros negros» que todavía quedan en
nuestro sistema (el tratamiento de ciertas
fiestas y tradiciones es, sin duda, uno de
ellos; el tránsito desde un modelo normati-
vo con garantías muy razonables a un efec-
tivo control del cumplimiento del mismo
es, con casi total seguridad, otro que re-
quiere con urgencia de un análisis profun-
do) es absolutamente innegable.

En este sentido, y para enmarcar las
coordenadas en que se sitúa el problema,
hace referencia la obra de la profesora LA-
FUENTE a la diferente función social (y a sus
beneficios colectivos) que se asocia a las
diversas actividades generadoras de conta-
minación acústica. Resulta absolutamente
obvio que socialmente obtenemos muchos
beneficios (en términos de calidad de vida,
de movilidad, de desarrollo económico…)
de la aceptación de actividades que pueden
generar ruidos y molestias. Pero también
lo es que estas ventajas sociales han de con-
trapesarse con los posibles costes asocia-
dos y que, a la luz del concreto balance,
han ido apareciendo una serie de criterios
que permiten conseguir un equilibrio que
busca lograr maximizar beneficios mini-
mizando costes: se trata de alejar y llevar a
la periferia las actividades más ruidosas en
la medida de lo posible, se establecen um-
brales máximos de inmisión sonora para
preservar en todo caso la salud de las per-
sonas, se alejan los focos de ruido de zo-
nas especialmente sensibles (hospitales, es-
cuelas…) y, por supuesto, se diferencia
entre horas generalmente destinadas al des-
canso y el resto del día a fin de extremar
las exigencias en las primeras. El cuadro
es conocido y no resulta necesario exten-
derse en él. Pero conviene recordarlo para
situar, en este concreto espacio, al ruido ge-
nerado por unas actividades, las fiestas po-
pulares, que hasta cierto punto alteran la
lógica del equilibrio con la que el legisla-
dor y el consenso social en materia de rui-
do han ido poco a poco decantando nuestro
modelo de control e intervención. Si, como
regla general, las actividades que pueden
hacerse en zonas menos conflictivas, o que
pueden desarrollarse en horarios menos
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molestos, o que pueden desprenderse de
componentes especialmente ruidosos sin
que la esencia de la misma se vea especial-
mente afectada…, son obligadas a ade-
cuarse a esas exigencias (y son trasladadas
al extrarradio, o a un horario diurno, o li-
mitadas en cuanto al ruido que pueden ge-
nerar…); si, en todo caso, incluso respecto
de las actividades no trasladables, se exige
un respeto escrupuloso a los horarios de
descanso o a la cercanía de ciertos lugares
(y se obliga a emitir menos contaminación
acústica de noche o en las cercanías de los
mismos); ¿qué es lo que diferencia a las
fiestas locales para que parezca que, res-
pecto de estas actividades, esa aproxima-
ción que más o menos ha sedimentado ya
un modo de intervención ambiental en ma-
teria de ruido relativamente satisfactorio
no opere en absoluto?

Por supuesto que el que la situación sub-
sista todavía hoy en esos términos tiene mu-
cho que ver con consideraciones y valora-
ciones extrajurídicas. Pero lo interesante es
reconducir las mismas al análisis desde el
Derecho. Y lo absolutamente esencial es
construir una dogmática jurídica que parta
de la Constitución y que permita entender
lo que, desde un punto de vista atento a la
norma y a la coherencia del sistema, está
ocurriendo. Porque sólo a partir de ahí ten-
dremos los elementos para una crítica ra-
zonada y articulada de la situación que pue-
da aspirar, legítimamente, a coadyuvar al
cambio en esa sensibilidad social que, a
buen seguro, da sustento a la actual situa-
ción. Precisamente eso es lo que lleva a cabo
con singular precisión y exhaustividad el li-
bro reseñado.

Mercedes LAFUENTE se preocupa por sin-
gularizar, y lo hace con detalle y por menu-
do, los diferentes títulos que pueden abrazar
quienes quieren disfrutar de la fiesta y ha-
cerlo, a ser posible, con las mínimas res-
tricciones posibles. Encuentra para ello di-
versos títulos constitucionales, aunque se
trate de principios rectores de nuestra vida
económica y social, que pueden conferir a
una festividad local valor de bien constitu-
cionalmente protegido en menciones diver-
sas de nuestra Constitución, en la medida en
que sin duda estamos hablando de ciertas
pautas de descanso o vacación (art. 40.2),

de ocio (art. 43.3) o, incluso, de valores
culturales que pueden formar parte del pa-
trimonio inmaterial de nuestro pueblo
(arts. 44 y 46). Quiere con ello decirse que
no cabe la más mínima duda de que las
fiestas populares son acreedoras de pro-
tección y que la Constitución permite, de
hecho, afirmar que hay un interés de ran-
go constitucional en su promoción, con-
servación y en que se facilite su ordenado
disfrute. En este sentido, de hecho, me pa-
rece especialmente significativo el dato que
aporta el artículo 43.3 CE in fine, cuando
establece que los poderes públicos facili-
tarán «la adecuada utilización del ocio»,
determinando la existencia de ese valor
constitucional pero, a la vez, explicitando
que no cualquier tipo de ocio ha de mere-
cer necesariamente la protección deriva-
da de considerar que estamos ante un bien
jurídico constitucionalmente protegido.
Matiz importante que, a pesar de estar li-
teralmente expresado de forma muy clara
en la Constitución, es muchas veces igno-
rado.

En definitiva, como puede comprobar-
se, resulta de enorme interés en términos
jurídicos, y así lo resalta la profesora Mer-
cedes LAFUENTE, que no estamos precisa-
mente ante mandatos constitucionales que
sean demasiado potentes. Al menos, si los
enfrentamos a los bienes y valores que su-
puestamente han de verse limitados por
aquéllos, que abarcan elementos muy am-
plios englobados en la protección de la tran-
quilidad y del descanso y que no sólo se in-
cardinan en la necesaria protección al
medio ambiente (art. 45), sino en derechos
fundamentales como la propia integridad fí-
sica y la salud (art. 15) o la intimidad per-
sonal y familiar y la inviolabilidad del do-
micilio (art. 18), como a estas alturas ya es
evidente que así es tras una consolidada ju-
risprudencia europea y constitucional de-
talladamente recogida por la autora. La ca-
pacidad que puedan tener esos principios
rectores para justificar limitaciones de de-
rechos fundamentales como los reseñados
no es inexistente, por supuesto, pero tam-
poco ha de ser excesiva. Máxime si tene-
mos en cuenta que nuestro ordenamiento
jurídico ya tiene definido, con más o menos
corrección y concreción pero de una ma-

RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS BIBLIOGRAFÍA

Revista de Administración Pública
368 ISSN: 0034-7639, núm. 184, Madrid, enero-abril (2011), págs. 359-378

15-RECENSIONES.qxp  28/3/11  10:33  Página 368



nera bastante clara (al menos desde la apro-
bación de la Ley estatal en la materia, Ley
37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido),
el alcance y primacía de los mismos frente
a actividades económicas de particulares
que, en la mayor parte de los casos, cuentan
con un título jurídico más «potente» en sus
aspiraciones de poder llevar a término ac-
ciones que, en su caso, limiten o definan
de modo más restrictivo derechos como la
salud o la inviolabilidad del domicilio tal
como es el derecho a la libertad de empre-
sa (art. 38 CE).

El muy minucioso análisis que realiza la
autora de los diferentes títulos y derechos
en juego, con una extensa exploración nor-
mativa y jurisprudencial en apoyo de cada
uno de ellos, pone de manifiesto el núcleo
central de la incoherencia jurídica y nor-
mativa a que nos enfrentamos. A saber, la
extravagancia jurídica que supone el hecho
de que tanto normativa como jurispruden-
cialmente se acepte que ha de haber una
mayor tolerancia respecto de los ruidos que
provoca una festividad que respecto de los
ruidos generados por una actividad econó-
mica que persigue un legítimo afán de lu-
cro. Para un jurista, una vez clarificado el
terreno de juego, resulta más que evidente
que estamos frente a una situación anó-
mala, donde claramente se están subvir-
tiendo los valores plasmados en nuestro
texto constitucional. Uno de los principales
méritos del libro, junto al hecho de haber
afrontado el estudio de un aspecto habi-
tualmente poco tratado, es justamente el
iluminar sobre este extraño fenómeno, que
refleja un claro desacompasamiento entre
la realidad social y la constitucional que,
probablemente, requiera de una mayor di-
dáctica por parte de los juristas respecto
de qué valores configura como prioritarios
nuestro texto constitucional.

Es cierto, y lo señala también correcta-
mente la autora, que las fiestas locales pue-
den buscar también amparo en el artículo
38 CE. Pero entiendo que no deja de ser pa-
radójico que así sea pues, aun siendo cier-
to que con ello lograrían, al menos, un tí-
tulo que les permitiría una restricción de
otros derechos al menos tan potente como
la que puedan disfrutar las actividades pri-
vada, también lo es que no podrían aspirar

por esta vía a mayor cobertura y protec-
ción que éstas. Y, además, al cobijarse en el
reconocimiento de que hay un componen-
te (por cierto, cada vez más importante,
por no decir ya directamente preponde-
rante) económico y de rendimiento para
agentes privados asociado a la celebración
de fiestas locales, tendríamos que empezar
a deducir de esta afirmación toda una serie
de consecuencias paralelas de indudables
consecuencias «deslegitimadoras» para es-
tas fiestas y «tradiciones». Porque una cosa
es el negocio y otra bien distinta, como es
sabido, la tradición y la cultura. Porque una
cosa es el apoyo público a las segundas y
otra radicalmente diferente el compromiso
de fondos, esfuerzos y exenciones públicas
varias para el beneficio económico de unos
pocos.

La reflexión nos conduce así a otro de
los aspectos, de indudables consecuencias
jurídicas, resaltado por la profesora LA-
FUENTE. Y es que las fiestas locales, de ori-
gen casi siempre popular, son a día de hoy,
en realidad, actividades en su mayor parte
organizadas, controladas y en parte finan-
ciadas por las Administraciones públicas.
Lo cual conlleva, como estudia muy bien
el trabajo, una responsabilidad directa por
parte del municipio o cualquier otro ente
público organizador de las mismas. La re-
lación de sentencias y pronunciamientos
que trae la autora es apabullante, incluso
cuando subsiste un remedo de organiza-
ción popular del festejo. Incluso en tales
casos, que son ya los menos, la responsa-
bilidad de la Administración también apa-
rece, en la medida en que, como es conoci-
do, su pasividad o incorrecta actuación
frente a molestias o ruidos que superen lo
admitido (ya sea por no dar respuesta fren-
te a los excesos, ya sea por una incorrecta
autorización de los mismos) es asimismo
título suficiente como para exigir respon-
sabilidades públicas. Ahora bien, conviene,
de nuevo, y la lectura del libro permite ha-
cerse con un acopio más que suficiente de
evidencias en este sentido, tener presente
que, en realidad, las vías de exigencia de
responsabilidad son en estos casos si cabe
más directas por cuanto, como se decía,
son los Ayuntamientos, a día de hoy, en casi
todos los casos, los verdaderos organiza-
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dores de estos eventos y, por ello, respon-
sables de los excesos.

Frente a un esquema analítico tan claro
sorprende, en cambio, la inconsistencia de
una habilitación por parte del legislador
que permite a las fiestas locales ir más allá
de lo habitualmente consentido en térmi-
nos de contaminación acústica. Cuál sea el
título en que se apoya esta posibilidad es
un arcano para mí desconocido, pero tengo
bastante claro, y la lectura del trabajo de
Mercedes LAFUENTE me lo confirma, que no
se trata de uno jurídico debidamente en-
raizado en la Constitución. Pero el caso es
que, al amparo de la previsión del artículo
9 de la Ley 37/2003, del Ruido (que permi-
te la suspensión temporal de los umbrales
máximos de «actos de especial proyección
oficial, cultural, religiosa o de naturaleza
análoga»), se han colado numerosas ex-
cepciones en normas locales y autonómi-
cas que, simplemente, optan por declarar
una suerte de «estado de excepción» en ma-
teria de derecho a la salud y al descanso en
cuanto aparece una festividad, pseudofes-
tividad, juerga institucionalizada o cual-
quier evento que se quiera hacer pasar por
semejante. Las listas en la materia en casi
todas las ordenanzas municipales son an-
tológicas. La autora, que, como yo, vive en
la ciudad de Valencia, cuyas fiestas mayores
se caracterizan por contener actos de en-
salzamiento directo del ruido como les mas-
cletades, se detiene en algunos ejemplos
muy significativos. Así, la lista de exencio-
nes de la Ley autonómica valenciana es ju-
rídicamente inconsistente, por desbordarla,
con la previsión de la Ley estatal (el hecho
de que ésta sea posterior a la primera podría
ser la razón, pero ello no justifica que no
se haya tratado de adaptar a posteriori la
norma autonómica para hacerla más res-
petuosa ni tampoco, por supuesto, que Ad-
ministraciones o Tribunales hayan obvia-
do que debía hacerse una lectura restrictiva
de la misma a la luz de la posterior norma
básica estatal, como acertadamente sugiere
la autora recordando que la norma auto-
nómica podría incrementar, en su caso, la
protección frente al ruido que brinda la Ley
estatal pero nunca disminuirla). Tantos y
tantos Ayuntamientos tienen en sus orde-
nanzas extensísimos listados que convier-

ten la excepción, en la práctica, en norma
que el sistema queda absolutamente des-
naturalizado. ¿Qué tendrá que ver una fies-
ta religiosa con que se puedan autorizar
verbenas de madrugada? ¿O una mascletà
en horario diurno con la eliminación de
cualquier norma ambiental en las noches
de fallas? A mi juicio, resulta obvio que la
Ley estatal, al permitir esa posibilidad, ha
convalidado prácticas muy cuestionables y
deja abierta una peligrosa espita que con-
duce a que se produzcan fugas constantes,
con una fundamentación constitucional,
reitero, más que dudosa y unas consecuen-
cias en términos de lógica y coherencia sis-
temáticas que debieran obligar a revisar,
desde el Derecho, esas listas de exenciones
y reconducirlas, en su caso, exclusivamen-
te a aquellos actos de valor cultural o festi-
vo. Así, por ejemplo, no debiera admitirse
que la exención permitiera que por la puer-
ta de atrás se cuelen numerosas activida-
des privadas que benefician al lucro e inte-
reses particulares y no al interés general y
que de ordinario se tiene claro que han de
estar prohibidas por sus muy nocivos efec-
tos. O, sencillamente, actividades que nada
tienen que ver con la esencia de la festividad
que es la causa justificadora de la exención.

En definitiva, el libro Fiestas locales y
derecho al descanso es una excelente de-
mostración de hasta qué punto resulta im-
prescindible estudiar jurídicamente cier-
tos problemas en aras a avanzar en su
clarificación y solución. La tarea de docu-
mentación que ha realizado Mercedes LA-
FUENTE lo convierte indudablemente, ade-
más, en una referencia básica para quien
desee conocer la producción jurídica habi-
da hasta la fecha sobre este tema hasta sus
más pequeños detalles. Pero, además, como
toda buena obra jurídica, aporta ideas y
señala la vía hacia un estado de cosas más
satisfactorio social y jurídicamente. Por
ello es un trabajo que es de agradecer que
trascienda la comunidad académica, a ve-
ces cerrada en exceso, y sea conocido y uti-
lizado por los operadores jurídicos. De he-
cho, y eso es una buena noticia a la par que
una demostración de la utilidad del libro
(lo que es probablemente la mayor satis-
facción que una obra puede reportar a su
autor), es algo que ya está ocurriendo,
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como puede verse en la Sentencia del Juz-
gado de lo Contencioso-Administrativo, Sec-
ción 1.ª, de Madrid de 8 de junio de 2010
(Sentencia 230-2010), que recoge extensa-
mente la fundamentación que la autora de-
talla en su libro en cuanto a los derechos
fundamentales en conflicto con las fiestas y
el ocio, remitiéndose incluso literalmente
a las citas jurisprudenciales realizadas por
Mercedes LAFUENTE en su libro. Es una bue-
na noticia que trabajos como éste tengan
eco y sean aprovechables por otros opera-
dores jurídicos, así como sin duda lo es que
los jueces empleen aquellos materiales rea-
lizados por otros estudiosos del Derecho
que les resulten de utilidad. Precisamente
por lo poco frecuente que ha sido históri-
camente en España traer referencias doc-
trinales a las sentencias debe ser reseñado
en términos positivos, a pesar de que la fal-
ta de hábito haga que todavía no tengamos
totalmente depurados los usos y costum-
bres y en algunos casos, como el referido, se
produzca la utilización del contenido con
olvido de añadir la referencia que permite a
quien lee la Sentencia saber de dónde está
extraído el estudio en cuestión. Lo que es
doblemente una pena, pues, además, priva
al interesado en estos asuntos de conocer
que el mismo tiene su origen en un libro, el
de la profesora LAFUENTE BENACHES, de
enorme valor y que por ello, si debidamen-
te reseñado, daría pistas al estudioso sobre
su existencia y le llevaría a su lectura, sin
duda de gran provecho.

Andrés BOIX PALOP

Universidad de Valencia-
Estudi General de València

NÚÑEZ LOZANO, María del Carmen: Legisla-
ción de costas y planificación urbanísti-
ca, Editorial Derecho Global, Sevilla,
2009, 266 págs. 

La aportación de la Editorial Derecho
Global al debate dogmático en nuestra dis-
ciplina es ya reconocida por las publica-
ciones de los volúmenes coordinados por

Javier BARNÉS, pero conviene dar noticia y
celebrar la aparición de una nueva colec-
ción salida de sus prensas con el nombre
Cuadernos Universitarios de Derecho Admi-
nistrativo. La primera de las obras de esta
serie, llamada a tener impacto científico, es
esta brillante aportación de la profesora NÚ-
ÑEZ LOZANO, de la Universidad de Huelva. 

Antes de pasar a analizar las destaca-
bles sugerencias interpretativas de este tex-
to es de justicia recordar los anteriores li-
bros de la autora, comenzando por su tesis
sobre el sector del seguro privado (dirigida
por don Manuel CLAVERO ARÉVALO) y una
posterior monografía sobre las actividades
comunicadas a la Administración que hoy,
en plena transformación del sistema de con-
troles administrativos propiciado por la
transposición de la Directiva de Servicios,
resulta de relectura obligada, para com-
prender que no hay tanto nuevo bajo el sol. 

Como en sus previos trabajos, este libro
reciente pone de manifiesto el afán de Car-
men NÚÑEZ enfrentándose a temas com-
plejos y trascendentales, cuestiones de gran
interés económico y social como son, sin
duda, las decisiones urbanísticas adopta-
das en las zonas costeras. Sin temor a equi-
vocarse, puede decirse que uno de los asun-
tos más controvertidos de los últimos años,
que ha propiciado debates en el Parlamen-
to Europeo, escándalos en los medios de
comunicación y un sinnúmero de pleitos y
pronunciamientos jurisprudenciales. 

El método desarrollado por la investi-
gadora resulta impecable, porque sin co-
nocer estos litigios y sus soluciones judi-
ciales no es plausible pronunciarse sobre
los múltiples problemas jurídicos que la
planificación urbanística de las costas plan-
tea, teniendo presente el entrecruzamiento
de dos sectores de la parte especial del De-
recho administrativo: legislación de costas
y legislación urbanística. Si ya es de por sí
difícil manejar la maraña de normas urba-
nísticas, añadirles la dificultad del régimen
del litoral incrementa la necesidad de cri-
terio para desbrozar. 

Acierta la profesora NÚÑEZ LOZANO, en
mi opinión, al plantear su aproximación
dividiendo o zonificando el análisis. Así, la
obra se estructura desde su capítulo se-
gundo con el análisis primero de los terre-

RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS BIBLIOGRAFÍA

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 184, Madrid, enero-abril (2011), págs. 359-378 371

15-RECENSIONES.qxp  28/3/11  10:33  Página 371




